

Contribuciones al estudio del Relator sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible

Dirección de Derechos Humanos y DIH

El Estado colombiano presenta las siguientes contribuciones al Relator Especial sobre los Derechos Humanos y el medio ambiente de acuerdo con lo solicitado. La información presentada corresponde a las competencias misionales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

I. Disminución de la diversidad biológica y degradación de ecosistemas 

La disminución de la diversidad biológica y la degradación de los ecosistemas repercuten de manera directa contra las comunidades asentadas en los territorios costeros que se ven afectados, por el deterioro de ecosistemas como los manglares, playas, arrecifes de coral y pastos marinos, lo cual afecta, inter alia, en la seguridad alimentaria de las poblaciones humanas y en el incremento de su vulnerabilidad ante amenazas naturales, ocasionando afectaciones por inundaciones por lluvias y aumento en el nivel de mar, perdida de línea de costa por efectos de la erosión costera, entre otros.
En los ecosistemas marino-costeros la contaminación producto de la disposición inadecuada de residuos sólidos y líquidos, afecta las actividades de afecta las actividades tradicionales de las comunidades que dependen de los bienes y servicios de los ecosistemas marino – costeros, por ejemplo, los recursos pesqueros disminuyen amenazando la principal fuente de proteína animal de las comunidades étnicas, campesinas y pesqueras, y por ende su derecho a la seguridad alimentaria
.
Los sistemas pesqueros constituyen una expresión de estrecha relación sociedad-naturaleza a través de numerosas funciones ecológicas que resultan en los servicios ecosistémicos necesarios para provisión de peces, crustáceos y moluscos. La pesca artesanal continental es fuente de actividad productiva y seguridad alimentaria para más de un millón de colombianos
, por lo tanto, la pérdida y degradación de los ecosistemas y la biodiversidad genera conflictos sociales y económicos en las comunidades costeras.
En ese sentido, la Corte Constitucional en sentencia C-864 de 2006 indicó que se “vulnera el deber de seguridad alimentaria reconocido en el artículo 65 del Texto Superior, cuando se desconoce el grado de garantía que debe tener toda la población, de disponer y tener acceso oportuno y permanente a los alimentos que cubran sus requerimientos nutricionales, tratando de reducir la dependencia externa y tomando en consideración la conservación y equilibrio del ecosistema para beneficio de las generaciones”.
Así, en reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional
 se ha pronunciado sobre el concepto desarrollo sostenible que está relacionado con el deber de prevenir y restaurar los ecosistemas deteriorados o afectados por las actividades humanas y propender por su correcto tratamiento y detener los procesos de degradación.
Otra de las consecuencias más profundas a nivel mundial y por supuesto Colombia no es la excepción, es aquella relacionada con la cobertura, eficiencia y mejoramiento de tratamiento de aguas residuales, así como también el aprovechamiento de residuos sólidos que, en Colombia. Según Departamento Nacional de Planeación (DNP), solamente se recicla alrededor de 17% de las aproximadas 11.6 millones de toneladas de residuos que se producen al año.
  

Los vertimientos y la mala disposición de residuos sólidos se convierten en un factor de degradación de los ecosistemas marino-costeros, no solamente por aquellos producidos por los asentamientos costeros, sino también, por aquellos producidos en las cuencas altas de los grandes tributarios que desembocan al mar, generando impactos negativos sobre las comunidades naturales y con ello, en la degradación de los servicios ecosistémicos, contribuyendo así, a la eutrofización de aguas marinas, contaminación por minerales e hidrocarburos y contaminación por residuos sólidos como plásticos y micro plásticos, que repercuten en la salud de las personas.
La pérdida del patrimonio cultural es otra de las consecuencias de deterioro de los ecosistemas costeros a nivel mundial. Al perderse los ecosistemas de las líneas de costa, esta queda desprovista a los embates del mar, facilitando en gran proporción daños a infraestructura de carácter arqueológico, como muelles, castillos, fortalezas entre otros, repercutiendo además en la economía local en actividades comerciales como el turismo, el transporte, entendiendo de este modo, que el territorio no es solamente un espacio físico, sino el resultado interactuante y complejo entre la dinámica de la naturaleza y la dinámica de los actores locales
.

Otro ejemplo concreto es la introducción de especies invasoras marinas, consideradas como la segunda causa para la pérdida de biodiversidad seguida de la destrucción o modificación de hábitats
, cuando ocurren las invasiones biológicas se alteran procesos estructurales de los ecosistemas naturales, afectando la cantidad y calidad de la productividad, la descomposición, el flujo de materiales (nutrientes, toxinas, sedimentos, suelo y agua) y otros elementos ecosistémicos estructurantes
. Los diferentes impactos a causa de las especies exóticas invasoras en los ecosistemas marinos se fundamentan en dos líneas teóricas: la primera, en la que especies individuales pueden tener efectos en los ecosistemas (procesos ecológicos), esta corriente teórica recurre a conceptos como ingeniería de ecosistemas, especies claves y especies fundadoras. La segunda línea considera la complejidad de las propiedades morfológicas, fisiológicas y químicas de las especies y se incorpora la importancia de los rasgos de las especies problema. Los mecanismos por los cuales las especies exóticas invasoras alteran la estructura de una comunidad, entre ellos la competencia en la explotación de recursos, competencia por interferencia o impactos sobre las especies nativas por incremento en la depredación, herbívora, parasitismo y mutualismo
.

Un último ejemplo sobre este aparte, es aquel relacionado con las actividades extractivistas de gran impacto como la minería, máxime si se realizan al interior de enclaves con altos índices de biodiversidad, cercano a centros poblados igualmente con altos índices de necesidades básicas insatisfechas, niveles de calidad de vida bajos y dentro de territorios colectivos de comunidades negras afrodescendientes o resguardos indígenas, en la que se combinan, que en algunos casos, la minería ilegal mecanizada realizada con retroexcavadoras y dragas, con minería artesanal sustentada en el uso de mano de obra familiar y en bajos niveles de tecnificación, que se convierte en una de las principales fuentes de subsistencia de muchos de los habitantes del Pacífico colombiano.

Uno de los casos mas puntuales es la relacionada con las sentencia T622 Río Atrato, ejemplo de efectos negativos del mercurio sobre ecosistemas y salud de los habitantes de la regiones que atraviesa el río Atrato, en el que las comunidades solicitaron la protección de sus derechos fundamentales, a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura, al territorio de las comunidades étnicas, que están siendo vulnerados por el desarrollo intensivo de actividades mineras y de explotación forestal ilegal, que incluyen maquinaria pesada y sustancias altamente tóxicas como el –mercurio – en el río Atrato (Chocó), lo cual han generado una grave crisis en materia de salud, socio-ambiental, ecológica y humanitaria en esta cuenca, sus afluentes y territorios aledaños.

II. Obligaciones de los Estados 

Desde la Constitución Política en Colombia se establece como obligación de Estado conservar y proteger los recursos naturales, así como prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir a las personas que causen daños a los ecosistemas y al ambiente la reparación de estos.

En ese sentido, corresponde a las autoridades ambientales en el ámbito de su jurisdicción ejecutar las políticas, planes, programas y proyectos sobre medio ambiente y recursos naturales renovables, así como dar cumplida y oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su disposición, administración, manejo y aprovechamiento, conforme a las regulaciones, pautas y directrices expedidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

En este punto, es importante mencionar que dentro del trámite del licenciamiento ambiental cuando se pretendan ejecutar proyectos, obras o actividades en áreas de ecosistemas estratégicos tales como los manglares, debe emitirse de manera previa un concepto técnico por parte de Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, los lineamientos sobre la conservación y el uso sostenible de dichos ecosistemas.

Por otra parte es importante tener en cuenta que en el marco del proceso de licenciamiento ambiental se contemplan actividades y medidas efectivas en la denominada jerarquía de la mitigación, donde la única manera de compensar un ecosistema impactado de forma negativa, es realizando previamente y de forma secuencial medidas que eviten, minimicen o corrijan dicha afectación o impacto, planeando el desarrollo sectorial de tal manera que permita un desarrollo sostenible (de acuerdo con lo referido por Minambiente (2018).
De acuerdo con lo referido el gobierno colombiano ha adoptado el “Manual de asignación de compensaciones del componente biótico” (Minambiente, 2018), que incluye el cálculo de los factores de compensación y el dónde realizar las compensaciones por pérdida de biodiversidad, para proyectos licenciables, aprovechamientos forestales únicos y sustracción de reservas forestales protectoras nacionales y regionales.

De otra parte, mediante Resolución 1204 de 2014 se creó comité técnico nacional de especies introducidas y/o trasplantadas invasoras en el territorio nacional como órgano consultivo y asesor del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, para establecer criterios técnicos que deben ser adoptados para la definición de las especies introducidas y/o trasplantadas invasoras, así como para la actualización de los listados de las especies introducidas y/o trasplantadas invasoras.

Así mismo, este comité asesora a las autoridades ambientales en la adopción de medidas de manejo para el control y/o erradicación a nivel nacional y/o regional de las especies introducidas y/o trasplantadas invasoras. 

Las recomendaciones del comité constituyen un insumo para la toma de decisiones por parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.
III. Disposiciones constitucionales, legislativas y políticas
La constitución política de Colombia contiene una serie de principios y normas en la que se construye el carácter ecológico para la protección y defensa del ambiente sano, estableciéndolo como un objetivo y rompiendo el paradigma en el que el estado tiene la responsabilidad de velar sólo por la conservación, otorgándole una carga relativa al ciudadano, pasando de este modo, a ser de responsabilidad compartida entre estado y particulares como parte fundamental en la estructura del Estado Social de Derecho.
En este orden de ideas, los principios que conforman la Constitución conciben al medio ambiente desde tres perspectivas: Como principio fundamental del ordenamiento jurídico, como derecho de todas las personas a gozar de un medio ambiente sano, y como mandato que contiene obligaciones para las autoridades y los particulares, teniendo como garantes al estado y a los particulares desde las dimensiones de la corresponsabilidad y de la cogestión para el cumplimiento de los derechos colectivos, en el que además de ser una obligación del Estado que permite a cualquier persona reclamar su protección, en virtud del principio de solidaridad que exige de los ciudadanos el deber común de respetarlos por su especial naturaleza (involucran el interés general)
.

A partir de esta concepción, el artículo 58 de la Constitución Política dispone en su inciso 2º: “La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica” que subsecuentemente con los artículos 79 y 80 de la misma Constitución Política, consagran el derecho colectivo a un ambiente sano y el deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica, planificar el manejo y el aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución y prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental.

Ahora bien, la obligación de preservar el medio ambiente recae sobre el Estado y los ciudadanos; el primero la cumple, como lo dispone el artículo 79 de la Constitución, a través de la protección de la diversidad y la integridad del ambiente, a los ciudadanos, por su parte, les corresponde, en desarrollo de esa función ecológica, acatar la reglamentación ambiental y hacer uso de los espacios de participación que les ofrecen la Constitución y la ley, espacios que permiten hacer un seguimiento constante del respeto al medio ambiente sano.

Al respecto de la participación ciudadana, como consecuencia y a partir de la Sentencia C-150 de 2015, desarrolla la naturaleza del Estado Colombiano con fundamento en los principios constitucionales democráticos, es el pueblo y sus organizaciones, las figuras a partir de las cuales se hace efectivo el ejercicio y control del poder público, a través de representantes o de forma directa y como producto de la naturaleza estatutaria de la ley 1757 de 2015
, de donde se desprenden una serie de obligaciones y responsabilidades para todas las entidades de la administración pública en relación al cumplimiento de los fines esenciales del Estado, articulados a garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución y facilitar la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan a partir de la institucionalización de la participación ciudadana, la participación ciudadana en la gestión pública (Consulta previa, Audiencia pública ambiental, Derechos de petición, Derechos judiciales) y finalmente la rendición de cuentas y el control social.

Entre los actos administrativos orientados a medidas que emplean un enfoque basado en los derechos para prevenir, reducir o eliminar los daños a la biodiversidad y los ecosistemas o para restaurar y rehabilitar la biodiversidad y los ecosistemas se encuentran:

El artículo 164 del Decreto ley 2811 de 1974 -Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente- el cual establece que corresponde al Estado la protección del ambiente marino, adoptando las medidas necesarias para impedir o prevenir la contaminación de la zona con sustancias que puedan poner en peligro la salud humana, perjudicar los recursos hidrobiológicos y menoscabar las posibilidades de esparcimiento o entorpecer los demás usos legítimos del mar. 
Por su parte, el Decreto-Ley 3570 de 2011 establece que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible es el rector de la gestión del ambiente y de los recursos naturales renovables, encargado de orientar y regular el ordenamiento ambiental del territorio y de definir las políticas y regulaciones a las que se sujetarán la recuperación, conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables y del ambiente de la Nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible.

El artículo 2.2.4.2.3.5 de Decreto 1076 de 2015, establece la necesidad de desarrollar mecanismos de participación en las diferentes fases del proceso de ordenación y manejo de las unidades ambientales costeras (UAC), de acuerdo con la estrategia de socialización y participación definida por la comisión conjunta y las autoridades ambientales competentes, para que se involucren las personas naturales o jurídicas asentadas y que tienen relación con la UAC en ordenación. Igualmente, se establece en el mismo artículo, la necesidad de llevar a cabo procesos de consulta previa, en los casos en los cuales se encuentren en la UAC comunidades étnicas.

La Resolución 883 de 2018 establece los parámetros y valores límites permisibles de vertimientos puntuales a cuerpos de aguas marinas.
El gobierno de Colombia ha destacado la especial importancia del ecosistema de manglar, por lo cual en desarrollo del instrumento de política denominado como “Programa Nacional uso sostenible, manejo y conservación de los ecosistemas de manglar”, se ha proferido normatividad general para su gestión a través de los decretos: 1681 del 4 de agosto de 1978, 2324 del 18 de septiembre de 1984, 3600 del 20 de septiembre de 2007 y 2041 del 15 de octubre de 2014; y de actos administrativos específicos expedidos por Minambiente como las resoluciones 1263 del 11 de julio de 2018 y 0721 del 31 de julio de 2002, entre otras.

En la señalada Resolución 1263 del 11 de julio de 2018 en parágrafo 3 del artículo 8 se establece que “Los proyectos, obras o actividades que no se cataloguen como de utilidad pública e interés social no se podrán desarrollar en los ecosistemas de manglar, exceptuando los relacionados con usos de subsistencia o consuetudinarios de las comunidades que tradicionalmente se han relacionado con este ecosistema”. Es así como cualquier proyecto, obra o actividad que no esté relacionada con los usos de subsistencia o consuetudinarios de las comunidades que tradicionalmente se han relacionado con este ecosistema están prohibidos.
Adicionalmente:

· Ley 99 de 1993 “Por la cual se crea el MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental -SINA se dictan otras disposiciones”.
· Decreto 2811 del 18 de diciembre de 1974 “Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente”.
· La Resolución 0848 de 2008 “Por la cual se declaran unas especies exóticas como invasoras y se señalan las especies introducidas irregularmente al país que pueden ser objeto de cría en ciclo cerrado además de dar otras disposiciones”

· La Resolución 0207 de 2010 “Por la cual se adiciona el listado de especies exóticas invasoras declaradas por el artículo primero de la Resolución 848 de 2008 Pterois volitans (Pez León) y Penaeus monodon (Camarón Jumbo) y se toman otras determinaciones”.

· Decreto 1076 de 2015. “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible".
· Resolución 0768 del 17 de abril de 2017 "Por la cual se adopta la Guía técnica para la ordenación y Manejo Integrado de la Zona Costera".
· Resolución 1798 de 2017 “Por la cual se crea el Comité Ambiental Interinstitucional para el manejo de la Bahía de Cartagena y se adoptan otras disposiciones”.

· La ley 1333 del 21 de julio de 2009, la cual establece el procedimiento sancionatorio ambiental y titularidad de la potestad sancionatoria en materia ambiental.
· Resolución 1300 de 2016 “Por la cual se crea el Comité Ambiental Interinstitucional para el manejo de la Ciénaga Grande de Santa Marta y se adoptan otras disposiciones”.
· Resolución 2724 de 2017 "Por medio de la cual establecen los criterios y procedimientos para la elaboración de los estudios técnicos, económicos, sociales y ambientales, con los cuales se presenta la propuesta de zonificación y el régimen de usos para los pastos marinos por parte de las Corporaciones Autónomas Regionales y se adoptan otras determinaciones”.
· Resolución 0668 de 2016, por la cual se reglamenta el uso racional de bolsas plásticas.

· El CONPES 3874 de 2016 donde se establece la Política Nacional de Gestión Integral de Residuos Sólidos, producto del trabajo interinstitucional con el Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, entre otros. con una visión de economía circular propuesta por el MADS.  Esta política promueve la producción y el consumo sostenible, así como la gestión integral de residuos.

· La Resolución 1326 de 2017, por la cual se establecen los Sistema de Recolección Selectiva y Gestión Ambiental de Llantas usadas que incluye llantas de vehículos, fuera de carretera, motocicletas y ciclas. Incluye metas de gestión ambiental de 80% al año 2025.

· Se expide junto con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el Decreto 2198 de 2017 "Por el cual se modifica el epígrafe de la Parte 5 del Libro 1 y se adiciona el Título 6 a la Parte 5 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, para reglamentar el parágrafo 1 del artículo 512-15 y los numerales 3 y 4 del artículo 512-16 del Estatuto Tributario", que define la parámetros sobre los cuales habrá cobro de tarifas diferenciales o la no causación del impuesto al uso de bolsas plásticas. Esta regulación promueve la producción de bolsas con características de biodegradabilidad, reutilización y el reciclaje.
· Resolución 833 de 2018 “Por la cual se establecen los parámetros y los valores límites máximos permisibles en los vertimientos puntuales a cuerpos de aguas marinas, y se dictan otras disposiciones”.

· La Resolución 1397 de 2018, por la cual se define el código de colores para el aprovechamiento de bolsas plásticas distribuidas en los puntos de pago.

· La Resolución 1407 de 2018 que reglamenta la gestión ambiental de residuos de envases y empaques de papel, cartón, plástico, vidrio, metal y se toman otras determinaciones.

· La Resolución 1481 de 2018, por la cual se establece la forma y requisitos para presentar ante la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales-ANLA, las solicitudes de certificación para efectos de lo dispuesto en el parágrafo 1 del artículo 512-15 y los numerales 3 y 4 del artículo 512-16 del Estatuto Tributario, que define la metodología para el cobro de tarifas diferenciales la no causación del impuesto al uso de bolsas plásticas.

· Decreto 596 de 2016 “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1077 de 2015 en lo relativo con el esquema de la actividad de aprovechamiento del servicio público de aseo y el régimen transitorio para la formalización de los recicladores de oficio, y se dictan otras disposiciones”.

· La Resolución 276 de 2016 “Por el cual se reglamenta los lineamientos del esquema operativo de la actividad de aprovechamiento del servicio público de aseo y del régimen transitorio para la formalización de los recicladores de oficio acorde con lo establecido en el Capítulo 5 del Título 2 de la parte 3 del Decreto 1077 de 2015 adicionado por el Decreto 596 del 11 de abril de 2016.”

· La Resolución 754 de 2014 “Por la cual se adopta la metodología para la formulación, implementación, evaluación, seguimiento, control y actualización de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos”.

IV. Reconocimiento del derecho a un medio ambiente sano y la contribución de este derecho para proteger a la biodiversidad

la Ley 99 de 1993 prevé desde el artículo 1 como uno de los principios generales ambientales que la biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma sostenible.
Igualmente, mediante la Ley 165 de 1994, por la cual se aprueba y acoge para Colombia, el "Convenio sobre la Diversidad Biológica", establece en el artículo 1, los objetivos de conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta todos los derechos sobre esos recursos y a esas tecnologías, así como mediante una financiación apropiada.

Así mismo, a nivel nacional se han generado diferentes instrumentos con la intención de evidenciar la vulnerabilidad de diferentes especies priorizadas y promover acciones orientadas a su conservación, la generación de actos administrativos como la resolución 1912 de 2017 y los libros rojos nacionales son un ejemplo de esto. 

Estos libros se vienen construyendo desde el 2002 con actualizaciones periódicas, con el objetivo de evaluar del estado de conservación de las especies, buscando promover acciones orientadas a minimizar el riesgo de extinción de las especies de interés.

Por su parte, el Sistema de Parques Nacionales Naturales ha empezado, desde hace más de una década, a diseñar estrategias que permitan mitigar las presiones y amenazas sobre ecosistemas marinos y costeros. En este sentido ha afirmado
:

 
“Dentro de las estrategias actuales que permiten mitigar las presiones y amenazas sobre ecosistemas marinos y costeros se encuentra el establecimiento de áreas marinas protegidas (AMP), las cuales constituyen en una herramienta fundamental para la recuperación de los océanos, ya que permite entre otros beneficios: (i) Mantener o restaurar la estructura, función e integridad de los ecosistemas, (ii) Mantener la abundancia de especies clave, (iii) Proteger hábitats de los daños causados por pesca y otras actividades humanas, (iv) Mantener la integridad ecológica, restablecer el tamaño de poblaciones y estructuras de comunidades marinas, (v) Proteger funciones y procesos ecológicos claves, como la red trófica, (vi) Mejorar la resiliencia de los ecosistemas a las presiones, (vii) Proveer un seguro que permita mitigar cualquier efecto adverso especialmente en áreas adyacente y (viii) Proteger las áreas que actúan como bancos de reproducción”
 
Del mismo modo, el bloque de constitucionalidad que ha introducido la Corte Constitucional en el ordenamiento jurídico colombiano, a través de la sentencia C -225 de 1995, interpretó que los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.
La Corte, a través de la interpretación de estos artículos, ha creado una ficción jurídica que amplía la Constitución más allá de su simple articulado y la integra con los tratados internacionales ratificados por Colombia en materia de derechos humanos. De este modo, les da un rango constitucional superior al de las leyes u otras normas del ordenamiento jurídico interno. 
Es necesario aclarar que no todos los tratados de derechos humanos tienen el mismo rango constitucional. En sentido estricto, sólo tienen rango jerárquico igual a la Constitución aquellos tratados que cumplan con dos requisitos: 1) que sean tratados sobre derechos humanos, y 2) que prohíban la limitación de estos derechos en estados de excepción, de acuerdo con el inciso 1º del artículo 93 de la Constitución.
Por otra parte, y para el ecosistema de manglar se adoptó la “Guía de restauración de ecosistemas de manglar en Colombia” mediante la Resolución 1263 de 2018, la cual brinda un conjunto de lineamientos de fácil aplicación y consulta por parte de las autoridades ambientales, entes territoriales regionales y locales, instituciones privadas, así como personas naturales, que requieran adelantar acciones de restauración ecológica en el manglar.
V. Buenas prácticas para proteger la biodiversidad y los ecosistemas

Desde el punto de vista de los ecosistemas marino costeros, se tiene que el Gobierno Nacional delimitó las zonas costeras geográficamente para su ordenación y manejo en Unidades Ambientales Costeras, teniendo en cuenta los ecosistemas con características propias y distintivas, con condiciones similares y de conectividad en cuanto a sus aspectos estructurales y funcionales, las cuales se ordenan mediante los planes de Ordenación y Manejo Integrado de las Unidades Ambientales Costeras (Pomiuac), los cuales tienen un enfoque de desarrollo sostenible, teniendo en cuenta las actividades económicas que en ellas se desarrollan, tales como la pesca artesanal de sus pobladores y comunidades, entre otras. Los planes generan lineamientos de buenas prácticas para el avistamiento de Mamíferos acuáticos, interfiriendo mínimamente en sus actividades, así como el desarrollo de formularios estandarizados a nivel nacional e instructivos para monitoreo de playas adecuados para el seguimiento de tortugas marinas y sus nidadas.  

Estos planes se encuentran en proceso de formulación por parte de las autoridades ambientales competentes, y para su adopción deberán surtirse los procesos participativos con las personas naturales y jurídicas asentadas o que desarrollen actividades en la zona costera y de consulta previa con las comunidades étnicas. 
Del mismo modo, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible consolidó la Guía de Restauración Ecológica de Manglares para los resguardos indígenas Almorzadero y Calle Santa Rosa pertenecientes al pueblo Eperaara Siapidaara del departamento del Cauca en conjunto con la Corporación Autónoma Regional del Cauca (CRC), el apoyo de ASOCARS en el marco del Proyecto GEF Manglares ejecutado por Conservación Internacional Colombia.
Participativamente construida a lo largo de cuatro años en español y lengua SIA, destaca la importancia sobre la protección de la riqueza de los ecosistemas de la región a partir de sinergias, en la construcción de estrategias de restauración de manglares desde el conocimiento ancestral y el manejo propio del territorio.
Este ejercicio se convierte en la primera experiencia a nivel nacional de restauración ecológica de manglares de la mano con comunidades indígenas, donde cobra vital importancia la pervivencia del conocimiento tradicional de los pueblos en torno a los ecosistemas para articularse con la implementación de los lineamientos técnicos formulados desde el Ministerio de Ambiente
.

Otra iniciativa apoyada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible es la del Corredor Marino del Pacífico Este Tropical (CMAR). Es una iniciativa regional que opera hace más de catorce años (Acta constitutiva de abril de 2004) y que está integrada por los gobiernos de Costa Rica, Panamá, Colombia y Ecuador, teniendo como como áreas núcleo de intervención Gorgona y Malpelo (Colombia), así como Cocos (Costa Rica), Coiba (Panamá) y Galápagos (Ecuador). Cuatro de las cinco áreas (con excepción de Gorgona), son sitio patrimonio de la humanidad declarados por la UNESCO.

Sobre la base conceptual de la propuesta original de CMAR, la iniciativa logró trascender el área biogeográfica original y el nivel de participación gubernamental y no gubernamental previsto, actualmente la región biogeográfica del Pacífico Este Tropical (PET), es reconocida por su importancia en términos de biodiversidad y recursos marinos.

También cabe mencionar el proyecto SPINCAM, una estrategia regional de 5 países del Pacífico Sudeste (Panamá, Colombia, Ecuador, Perú y Chile) concebido como una Red de Información del Pacífico Sur en apoyo a la Gestión Integrada de Áreas Costeras, promovida por COI-UNESCO y coordinada en la Región por la Comisión Permanente del Pacífico Sur (CPPS).
Del mismo modo, el Minambiente, en el marco de las acciones que viene adelantando dirigidas a formular e implementar medidas de manejo para la conservación de los mamíferos acuáticos en el territorio nacional, formuló la “Guía para la atención a varamientos de mamíferos acuáticos en Colombia” Documento estructurado principalmente para apoyar a las Corporaciones Autónomas Regionales Costeras, Institutos de investigación o grupos técnicos especializados en la fundamentación técnica y procedimental. La Guía está orientada a unificar criterios y tomar datos de una forma homogénea, creando así la posibilidad de realizar análisis de situaciones en el ámbito global, tanto temáticos como geográficos. 
Adicionalmente, se cuenta con la “Guía de avistamiento responsable de mamíferos acuáticos en Colombia”. Éste, es un documento que busca orientar a turistas, operadores, conductores de embarcaciones y a la comunidad en general dedicada a esta actividad, a desarrollar y aplicar buenas prácticas a la hora de realizar avistamiento de fauna acuática. Con esta herramienta se obtiene por un lado que el turismo se convierte en un eje transversal para el desarrollo económico local, y por otro conservar los mamíferos acuáticos y los ecosistemas de habitan.
Sumando a todo lo anterior, en Colombia se cuenta con un componente de análisis y gestión de la información sobre avistamiento de mamíferos marinos en el Sistema de Información Ambiental Marina –SIAM–. Para tal fin, se contó con el apoyo de la Administración Nacional Oceánica y Atmosférica (National Oceanic and Atmospheric Administration, NOOA, por sus siglas en ingles), la Fundación Omacha y el Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras “José Benito Vives de Andréis” INVEMAR. Este componente reúne la información obtenida en diferentes campañas de muestreo, que han podido recolectar los Observadores de Fauna Marina (OFM) y permite visualizar los reportes de avistamiento de mamíferos marinos en el territorio colombiano.

VI. Obstáculos y desafíos
Frente a la toma de decisiones por parte del Estado, respecto a medidas para la protección de los ecosistemas, la prevención o mitigación de su degradación y, la pérdida de la biodiversidad en las zonas marino costeras en los cuales se encuentran asentadas comunidades étnicas de comunidades negras o indígenas, resulta problemático el tiempo que se puede tomar los procesos de consulta previa, lo cual limita al momento en que se requieren tomar medidas urgentes de protección de los ecosistemas y degradación de la biodiversidad.

Adicionalmente:

a. Innovación en el diseño de herramientas de gestión pública incluyentes que no solamente estén pensadas en el comando y control, sino que además incorporen acciones tendientes a los incentivos.

b. Recuperar la gobernanza y la gobernabilidad basada en la garantía del cumplimiento de los derechos humanos en los territorios.

c. Fortalecer la responsabilidad solidaria de la conservación del medio ambiente entre estado- particulares y sociedad civil entendida desde el pensamiento crítico del colectivo.

d. Desarrollar estrategias intersectoriales de largo plazo, atendiendo la prevención y no la reacción de los conflictos socioambientales.
e. Promover la participación de actores como titulares de derecho de responsabilidades y de obligaciones de manera continua y a largo plazo.
f. Recuperar, conservar y mantener los ecosistemas y la calidad ambiental con especial énfasis los vertimientos líquidos y sólidos a las aguas marinos en cumplimiento a las metas proyectadas por el gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo.
VII. Protección a población vulnerable 

El Estado colombiano lleva a cabo diversas acciones tendientes a la protección de las poblaciones vulnerables:
· Fortalecimiento de espacios de diálogo y articulación entre las comunidades rurales y

· las instituciones.

· Fortalecimiento organizativo de asociaciones comunitarias y acompañamiento en la

· formulación de propuestas.

· Definir lineamientos técnicos que fortalezcan la participación e incidencia de las mujeres en procesos de gestión ambiental.

· Promover escenarios de dialogo de saberes para promover la protección de saberes y conocimientos ancestrales asociados a la conservación de la biodiversidad.

· Articulación de acciones entre el sector público y privado para la financiación de propuestas comunitarias orientadas a la conservación y restauración de ecosistemas.

· Fortalecimiento de la gobernanza local y regional
· Promoción de la participación en procesos de planeación ambiental.

· Fortalecimiento de Autoridades Ambientales Regionales o de Desarrollo Sostenible para la articulación con actores locales.

· Acompañamiento técnico a pueblos indígenas, comunidades negras en los procesos de formulación de los planes de vida y planes de etnodesarrollo de territorios colectivos.

· Comunicación efectiva vía radio comunitaria y regional con las comunidades sobre sus derechos y sus deberes para con la conservación de ecosistemas.

· Promoción de ejercicios de investigación y monitoreo de la biodiversidad con participación comunitaria.

· Articulación entre entidades públicas, privadas, comunitarias y con la academia
· Cumplimiento del consentimiento previo e informado, términos acordados y distribución justa y equitativa de beneficios.

· Promoción de espacios de intercambio de conocimientos y divulgación de experiencias significativas en lenguaje exequible para las comunidades locales.

· Implementar mecanismos como Pagos por Servicios Ambientales y alternativas de negocios verdes sostenibles.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible ha venido desarrollando, a través de sus oficinas, direcciones y subdirecciones técnicas, diferentes acciones en materia de derechos humanos tomando como hoja de ruta lo marcado por el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia / Pacto por la Equidad”, y dio continuidad a las actividades de este tipo que venían ejecutándose, cuyos resultados han impactado positivamente la garantía de todos los colombianos al goce efectivo de un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible en relación con el PND 2018 -2022 es importante destacar los siguientes Pactos:
1. Pacto por la Sostenibilidad: Producir Conservando, Conservar Produciendo: La agenda de sostenibilidad es transversal e impulsa una convivencia armoniosa entre distintas formas de producción, esto la hace un gran activo, un gran patrimonio para nuestra sociedad. Producir conservando y conservar produciendo, es nuestra premisa. El cual se compone de cuatro líneas: 
a. Actividades productivas comprometidas con la sostenibilidad y la mitigación del cambio climático. 
b. Biodiversidad y riqueza natural: activos estratégicos de la Nación. 
c. Colombia resiliente: conocimiento y prevención para la gestión del riesgo de desastres y la adaptación al cambio climático. 
d. Instituciones ambientales modernas, apropiación social de la biodiversidad y manejo efectivo de los conflictos socio -El Gobierno Nacional, en el marco de esta última línea (4, referenciada arriba) bajo el eslogan “El ambiente es de todos”, avanza en su compromiso de cumplir con los estándares y recomendaciones de protección de los derechos humanos en diferentes escenarios, con el fin de prevenir y transformar positivamente la conflictividad socio ambiental, educar en participación y cultura ambiental como base de la transformación hacia la sostenibilidad, conservar produciendo y producir conservando, garantizar los derechos de acceso a la información, participación y justicia en asuntos ambientales, y fortalecer la institucionalidad ambiental, entre otros.

2.  Pacto transversal denominado “Pacto por la equidad de los grupos étnicos” el Minambiente suscribió 61 compromisos Pueblos Indígenas (43), Comunidades Negras (15), Pueblo ROM (3); los acuerdos están relacionados con temas de conservación, restauración, protección de conocimientos tradicionales asociados a la conservación de la biodiversidad, Pagos por Servicios Ambientales y Educación Ambiental; los compromisos anteriormente mencionados hacen parte del Pacto por los grupos étnicos del PND.

Algunas de las acciones más destacadas son las siguientes:

a. Expedición de la resolución 2035 de 2018 estableció la implementación y consolidación de cinco (5) Centros Regionales de Diálogo Ambiental –CRDA- uno por cada una de las macrocuencas del país (Magdalena-Cauca, Caribe, Amazonas, Orinoco y Pacífico), y los definió como las instancias de facilitación, articulación, participación, cooperación y reflexión para la identificación, priorización y discusión de alternativas de prevención y transformación de los conflictos de índole socioambiental a nivel regional.

b. Colombia firmó el acuerdo de Escazú sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe. Se implementa el proyecto visión Amazonia con líneas de financiación dirigidos a organizaciones de los pueblos indígenas.
3. Implementación del Pilar Indígena de Visión Amazonia el cual tienen entre sus objetivos: fortalecer la gobernanza ambiental de los pueblos indígenas, fortalecer sus planes de vida, promover la protección integral de sitios sagrados, fortalecer los sistemas de gobierno, asegurar la autonomía alimentaria, y empoderar a las mujeres indígenas.
4. Con el apoyo de ONU Mujeres y de Fundación Natura, se realizó el Encuentro Nacional de Mujeres: Conocimientos Tradicionales, Gobernanza Ambiental y Construcción de Paz, en el cual participaron 32 mujeres de las regiones caribe, pacifico, andino, amazónica.
5. Se realizó un “Taller participativo de conocimientos tradicionales asociados a la biodiversidad en el marco del PND 2018 -2022 Pacto por Colombia- Pacto por la Equidad”. Se contó con la asistencia de un total 85 personas, pertenecientes a pueblos indígenas, comunidades negras, campesinas, academia, organizaciones no gubernamentales, expertos nacionales e internacionales, y entidades del gobierno Nacional.
6.  En articulación con Min educación se avanza en la estructuración de la estrategia escuela de la Naturaleza, como una apuesta de la educación ambiental para promover la conservación y uso sostenible de los recursos naturales. 

7. Apoyo en la formulación de documentos metodológicos para la facilitar la participación ciudadana en el marco del cumplimiento de medidas judiciales relacionadas con la delimitación de ecosistemas de páramos (Sentencia T 361 de 2017; fallo Pisba) y apoyo social en los espacios de dialogo con comunidades indígenas y afrocolombianas en el marco del cumplimiento de la Sentencia T 622 de 2016 “Atrato Sujeto de Derechos).
8. Desarrollo de dos pilotos participativos de caracterización ambiental en territorios colectivos de comunidades indígenas (Pueblo Arhuaco del Cesar) y afrocolombianas (San Basilio de Palenque).
9. Expedición de certificados de función ecológica de la propiedad para la ampliación de resguardos indígenas en las regiones Amazónica y Caribe; así como la emisión de conceptos técnicos desde el componente ambiental para la titulación colectiva de seis territorios para comunidades negras en los departamentos de la Guajira y Cauca.

Por su parte, el Estado colombiano considera importante frente a la forma de empoderar a las poblaciones vulnerables, o de minorías étnicas sobre la protección de los ecosistemas degradados y a la disminución de la diversidad biológica, se fomenté la educación ambiental y la asistencia técnica para que en el desarrollo de sus actividades y oficios se minimice los impactos ambientales y se propenda por el desarrollo sostenible. 

VIII. Programas con sector privado
El Programa de Generación de Negocios Verdes y Sostenibles (PGNVS) tiene un enfoque de disminución de conflictos que van desde el uso del suelo, la conservación y preservación de ecosistemas, hasta la inclusión social. El PGNVS incorpora comunidades vulnerables (desmovilizados, víctimas de la violencia y madres cabeza de familia) incluyendo la intervención en municipios PDET desde la verificación de un NV y el apoyo en actividades de economía forestal, bioeconomía y economía circular donde es relevante los impactos ambientales positivos en el ciclo de vida del bien o servicio y sumando las buenas prácticas ambientales con enfoque territorial.   
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